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Panamá , 11 de julio de 2000.

Licenciado
¡onouín E. cARRASQUILLA L.
Director de Contrataciones PÚblicas del
Ministerio de Economía Y Finanzas
E. S. D.

Señor Director:

He recibido su solicitud de Consulta mediante Nota No. 301-01-349-2000-
DCP, fechada 21 dejunio de 2000, a través de la cual nos pregunta respecto a las

facultades otorgadas a la Dirección de Contrataciones Públicas por la Ley 56 de
27 de diciembre de 1995, artículo 106, numeralT, en lo que atañe a la aplicación
de la medida de inhabilitación, una vez se aplique el procedimiento de la

resolución administrativa del contrato por parte de la entidad contratante.

Concretamente se consulta lo siguiente:

1. ¿Puede la Dirección de Contrataciones suspender o dejar sin efecto una
Resolución de inhabilitación ya emitida y que no se encuentra ejecutoriada, al
presentar la parte afectada pruebas ante esta instancia, de que la entidad
contratante omitió el procedimiento establecido en el artículo artículo 106 de la
Ley No56 de 1995; y en consecuencia poder ordenar a la entidad contratante en

base a lo anterior a que corrija el trámite realizado en contravención a la Ley en la
etapa contractual?

2. ¿Puede la Dirección de Contrataciones Públicas solicitar los expedientes
contentivos de los diferentes actos de selección de contratistas rescindidos por la
entidad contratante para revisar e[ procedimiento de la Resolución Administrativa
de los contratos y verificar si se han omitido los requisitos del procedimiento
establecido en el artículo 106 de la Ley No56 de 1995, y ordenarle que corrijan lo
actuado o que realicen el saneamiento administrativo, facultad otorgada a las
entidades contratantes en el artículo 17, numeral 15 de la Ley No56 de 1995?
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3. ¿Si se afecta el interés público con la
esta DirecciÓn, utilizar las facultades contenidas

artículo 17 , numeral 15 de Ia Ley 56 de 1995

inhabilitación con la aprobación de la entidad

aplicaciÓ n?

EXAMEN DE LOS HECHOS

2

medida de inhabilitación puede
en el artículo 7, numeral 4 y el
para suspender la medida de
contratante que solicitó dicha

esta Resolución no cabe recurso alguno y por
De aquí se desprende que una vez notificada o

0

Según nos señala en su Nota, el punto en conflicto estriba en el

procedimiento que debe llevar a cabo cada entidad en las Contrataciones Públicas

i, qr" al omitir alguno de los requisitos establecidos en los artfculos 105 y 1OG de

ia'l-ey No.56 de 1995, se infringen dicha normas; y si la Dirección de

Contrataciones Públicas de conformidad con el articulo 7, ordinal 4, de la ut supra

Ley, puede ordenar la realización de trámites fijados que se han omitido u ordenar

la corrección del cese de aquellos que violen la Ley o un Reglamento.

El ordinal 3, del artículo 12de la Ley56de 1995, establece la incapacidad
para contratar a quienes se les haya resuelto administrativamente un contrato por

incumplimiento culposo o doloso, de acuerdo c€n el procedimiento establecido en

la presente ley, mientras dure la inhabilitación.

Para inhabilitar a un contratista con el Estado se deberá, en primera

instancia, resolver el contrato tomando como causal, las pactadas en el contrato y

las establecidas en elArtículo 104 de la Ley 56 de 1995.

La Resolución administrativa de un contrato deberá cumplir los siguientes
requisitos:

1. La entidad contratante deberá adelantar las diligencias de investigación y

ordenar la realización de las actuaciones que conduzcan al esclarecimiento de los
hechos y cuando sea factible, la entidad contratante podrá otorgarle, al contratista,
un, plazo para quq corriia los hechos qqe d?terminaron el inicio, del
procedimiento.

2. Se le debe notificar personalmente al afectado a su representante,
señalándo,le las razones de su decisión. v concediéndqlg ,un término de 5
días hábiles para que conteste v. a la vez presente las gruebas.

3. Rec¡bida pqr el funcionario la contestación., éste deb-erá, resolvgr
haciendo u,na exposición de los hechos comprobados de las pruebqs, relativas a la
responsabil¡dad en su caso. v de las disposiciones legales infrinqiCas,to4o
qsto rneO¡ante resotución debidamente motivada v notificada o comqnicada
pers,onalmente.

Cabe puntu alizar que contra
lo tanto agotará la vía gubernativa.
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comun¡cada personalmente la Resolución administrativa, la misma queda

debidamente ejecutoriada.

El artículo 106 de la Ley 56 de 1995, ordena remitir a la Dirección de

Contrataciones Públicas del Ministerio de Economía y Finanzas, copia autenticada

de la resotución administrativa del contrato, a los dos (2) días calendarios a partir

de la fecha en que la resolución se encuentre ejecutoriada para los efectos que

disponga la LeY.

La sanción de inhabilitación está regulada en los artículos 12, numeral 3,

10b y 106, numeral 7 de la up supra Ley, y en el artículo 67 del Decreto Ejecutivo

No.18 de 1995. Y le compete a la Dirección de Contrataciones Públicas ejecutar

dicha medida cuando las entidades contratantes apliquen el Procedimiento de
Resotución Administrativa del contrato por las causales establecidas en el

artículo 104 de la mencionada LeY.

Se ha podido confirmar que gran cantidad de expedientes remitidos a la
Direccón de Contrataciones Públicas para la aplicación de la medida de

inhabilitación omiten algunos de los requisitos exigidos por la Ley 56 de 1995 y sin

embargo, se debe inhabilitar al contratista, cuando éste no hace uso del Recurso
Contencioso Administrativo de forma inmediata.

EI Ministerio de Economía y Finanzas a través de la Dirección de

Contrataciones Públicas debe ordenar realizar los trámites omitidos antes de

inhabilitar un proponente. Al respecto el artículo 7, numeral 4 de la Ley 56 de 1995

establece lo siguiente:

"Artículo 7. Competencia del Ministerio de Hacienda y
Tesoro (M¡nisterio de Economía y Finanzas). El sistema
de contratación pública será realizado en forma
descentralizada por las entidades contratantes. El

Ministerio de Hacienda y Tesoro, no obstante, será Ia.

entidad ngrmativa v fiscalizadgra del sisterya, sin
perjuicio de las funciones de control fiscal que deba
ejercer Ia Contraloría General de la RepÚblica.
En consecuencia, corresponde al Ministerio de
Hacienda y Tesoro:

ltt

4. Ordenar Ia realización de trámites fijados por los
distintos procedimientos de selección de contratistas
que hayan sido omitidos, u ordenar la corrección o el

cese de aquellos realizados en contravención a esta
Ley o su reglamento, de oficio, o a peticiÓn de
cualquiera de los participantes en tales procedimientos."
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Con este concepto no Se quiere hacer una instancia procesal en la

Dirección de Contrataciones Públicas del Ministerio de Economía y Finanzas' sino

írOr"nrt aqueUos requ¡t¡tot omitidos o corregir los realizados para poder en

debida forma ordenai la inhabilitación de loJ contratistas que incumplen los

contratos con el Estado.

con respecto a este tema la Dirección de contrataciones Públicas del

Ministerio de Economía y Finanzas considera que de acuerdo a las facultades

il;6ley les otorg", práo"n ordenar que se subsanen los requisitos omitidos o

loñtr"rioé a la l-ey,"anüs de proceder a aplicar Ia medida de inhabilitación'

En primer lugar, debemos enfocar la atención, en la facultad que tiene el

Ministerio de Econórí" y Finanzas, para fiscalizar el sistema de contrataciones

üúiü; yiecunimos al artículo 7 de la Ley No56 de 1995, que dispone en su

orimer párrafo qu" 
"i 

Ministerio de Económía y Finanzas, será la entidad

X"i.liür'rl v?¡r-."]¡="dora det sistema sin perjuicio de las funciones de control fiscal

que ejeza la Contraloría General de la iepúOtica. En ese sentido, el Ministerio de

Economía y finanzá., .oto entidad notmát¡ua y fiscalizadora supervisa, verifica el

sistema o la forma en que se cumplen las piestaciones del servicio público a

través de las contrataciones públióas que ejecuten las diferentes entidades

contratantes.

La Ley No.g7 de2.l de diciembre de 1998 "por la cual se crea el Ministerio

de Economía y Finanzas y se dictan otras dr.sposiciones" establece en sus

árticutos g y 10 'que el pérsonal del Ministerio de Economía y Finanzas' en

ejercicio de las funcioneé fiscalizadoras a su cargo, 19nOt". las facultades y

poderes que le áságuren el cumplimiento .de .las disposiciones legales y

reglamentarias que reiulen su activ¡OáO; las actuaciones del personal fiscalizador

del Ministerio de Ecoñomia y Finanzas en ejercicio de sus funciones hacen fe

pública, mientras no se prueba lo contrario''

La facultad fiscalizadora que ejerce el Ministerio de Economía y Finanzas'

es en razón a las atribuciones que lá propia Ley 56 de 1995, en su artículo 7 le

confiere en materia de Contratacioned püO¡c"t. Por tal motivo, y siguiendo los

ordenamientos operativos antes mencionados, sus funcionarios ejercen facultades

fiscalizador"t; .Jn ióJ"r", que le concede la ley en este caso a la Dirección de

contrataciones ó"á-üé¡lri, iiscalizar que los piocedimientos de contrataciones

públicas se estén ejecutando correctam'ente paia la mejor satisfacción del interés

público.

LaLey56delggsdeContrataciónPúb|ica,esprístinaa|.señalaraquellas
etapas en que pueden ser saneadas las omisiones qula cometan las contratistas o

empresas. uo óUitante, et artiiuto 17 numerat 15, dispone que la entidad

contratante ordenará la realizaciÓn de trámites omitidos o la conección de /os

realizados en contravención al ordenamiento jurídico, de oficio o a petlción-d9

parte interesaia, si no hubiese propuesto 
-recurso por vía gubernativa' Esfa
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Dotestad saneadora se entiende sin perjuicio de Io estabtecido en el Añículo 7 de

'la 
Presente LeY'

Lanormabajoexamendisponeconevidencia,queexisteunapotestad
saneadora, por parté de la adminisiración, "entidad contratante" que puede darse

ü;-f¡ri" ; á petición de parte, cuando se haya omitido argún trámite o se solicite la

corrección de aqueilos iearizados en contrávención der ordenamiento jurídico.

Sinembargo,e|artículolTnumera|S,estajantealseña|arquelosactosde
adjudicaciÓn y el contrato no se someterán a aprobaciones o revisiones

administrativas posteriores, ni a cualquier clase de exigencias o requisitos

diferentes a los pievistos en esta ley y demás disposiciones aplicables' En otras

palabras, los actos de adjudicación óontenidos en la etapa post-contractual no se

5árét"rá a aprobacioneio revisiones administrativas porque.las mismas tuvieron

su momento en ror-qr" ra administración púbrica debió hacer ras modificaciones u

addendas corresponáientes. (Ref. Artículo 71 de la ley 56/95)

La entidad contratante debe tener en cuenta el principio de continuidad en

las contrataciones publ¡"rt, máxime si son directas porqug cuando.se solicitan es

;; ,;; iazón de-üna urgencia evidente; en ese sentido, la ejecución contractual

debe resolverse rón trÉción al criterio de la continuidad, pues los contratos

administrativos se hacen para cumplirlos y se les.debe ejecutar en la medida en

qrl éi i.t"rés público exige qu" 
"tt 

e¡ecuóión sea ininterrumpida o continuada'

"En el caso de la rescisión de contratos que respondan a la satisfacción de

necesidades impostergables o se refieren a servicios o prestaciones esenciales

que por su naturaleia no pueden interrumpirse, la autoridad administrativa

resolverá fundamentando su continuación, utilizando otras medidas sancionatorias

como la coerc¡tivá, pecuniaria, cláusula penal o de multas' entre otras' La

Administrac¡on ptluiic'a, debe por todos loó medios lograr el cum.plimiento o la
ejecución del contrato, y no su rescisión, porque lo 

que importa en vista del interés

público, es que el conirato ," .utpla y por.ello-, la entidad ejecutante deberá

extrema6u, l'"óursos para evitar la ieócisión." (DROMI, Roberto, Derecho

Administrativo. P.369.)

LaLey56delgg5,esclaraalseñalarqueelMinisteriodeEconomíay
Finanzas ejercerá la potestad normativa y fiscalizadora del sistema de

contratacion"r, ,¡n pe¡üicio de las funcioneé de control fiscal que ejerza la

Contraloría Cenerál áe la República. La norma contenida en el artículo 7, primer

párrafo de la c¡iaáa ley es ábi"tt", pues permite al Ministerio de Economía y

Finanzas fiscatizar todbs los procedimientos que se generen en el sistema de

contratación pública, esto se confirma en el artículo t8 de la Ley 56 de 1995'

numeral S qu"-ü¡róon" qu" la iesponsabilidad. por la direcciÓn y manejo del

proceso de seleóbñ V lá actividaá contractual , será ejercida por el Jefe o

representante de la entidad licitante, quien podrá delegarla en-otras personas' sin

periuicio de las funciones de fiscalizacién y contró|, 9u@ le correspondan al

Ministerio de Economía y Finanzas.
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En ese sentido, para el Ministerio de Economía y Finanzas poder inhabilitar

a una empresa contratista, el ente contratante debe haber cumplido con los
procedimientos que señala el artículo 106 de la Ley 56 de 1995 referentes a la
resolución administrativa del contrato, sin embargo, el Ministerio de Economía y

Finanzas como ente fiscalizador del sistema de contratación pública a través de la

Dirección de Contrataciones Públicas puede verificar si la Resolución

Administrativa emitida por la entidad contratante ha cumplido o no con el

procedimiento correspondiente, y para ello, deberá contar con el expediente

contentivo donde reposa el trámite de la Resolución Administrativa que rescinde el

Contrato, el cual podrá solicitar con fundamento en los artículos 7 , 17, numeral 15,

de la Ley 56 de 1995 y el artículo 67 del Decreto Ejecutivo N'.18 de 1996. El

artículo 106 numeral 8 de la ut-supra Ley, señala "que en caso de lagunas que se

presenten en el procedimiento se suplirán con las disposiciones pertinentes del
procedimiento fiscal del Código Fiscal o, en su defecto, del procedimiento civil del

Libro ll del Código Judicial".

Por último este Despacho es de opinión, que el Ministerio de Economía y
Finanzas a través de la Dirección de Contrataciones, una vez haya solicitado los

expedientes contentivos de conformidad con el artículo 7 de la Ley 56 de 1995, en

el que reposa el trámite de la Resolución administrativa, y verificado si en éstos se
han omitido o no los requisitos que se disponen en el artículo 106 de la citada ley,
pasará a suspender la resolución de inhabilitación, siempre que no haya sido
ejecutoriada, hasta tanto la entidad contratante en virtud de su potestad saneadora
corrija cualquier trámite o paso omitido en la resolución administrativa, de acuerdo
al artículo 17, numeral 5 de la Ley 56 de 1995 que señala "que la entidad
contratante puede ordenar la realización de trámites omitidos o la corrección de
los realizados, si no se hubiese propuesto recurso por la vía gubernativa", para
luego el Ministerio de Economía y Finanzas proceder con la inhabilitación en caso
de corresponder la misma".

Vale recalcar, que el Ministerio de Economía y Finanzas no puede entrar a
revisar el acto de adjudicación ni el contrato de conformidad con el numeral 8 del
artículo 17 de la ley 56 de 1995, pues la conveniencia o inconveniencia del objeto
def contrato y las autorizaciones y aprobaciones para ello, se analizarán o
impartirán antes del inicio del proceso de selección o a la firma del contrato,
según sea el caso; ahora bien, le corresponderá a la Sala Tercera de la Corte
Suprema de Justicia su revisión en caso de acudir alaviajurisdiccional.

En esta forma espero haber absuelto sus inquietudes, atentamente.

Alma Montenegro de Fletcher
Procuradora de la Administración

rlr;ülnai I
j.¡.ill;üü i

D

il
t^l

AMdeFl20lcch.




